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Introducción

En los últimos 10 años, los planes de ajuste estructural y reforma del estado en América Latina han tenido impactos profundos en las relaciones sociales, en los diseños políticos e incluso en los patrones de uso y control del espacio y los recursos naturales. Estas transformaciones han tenido resultados contradictorios: por una parte, han comprimido el rol del Estado y reducido la inversión pública en el ámbito social como educación, salud, infraestructura básica. Esta contracción del gasto público ha tenido consecuencias tangibles en el crecimiento de los índices de pobreza en la región. Por otra parte, los vacíos dejados por el Estado nacional, en conjunción con las iniciativas de descentralización, han abierto espacios para la construcción de democracias locales y el fortalecimiento de estructuras alternativas de gobernancia.

Los cambios en las relaciones entre el estado nacional y la sociedad, los movimientos sociales en general, y los pueblos y organizaciones indígenas en particular, han dado lugar a iniciativas al interior de los espacios locales para promover estilos de gobierno que favorecen la construcción de democracias interculturales y participativas. Existe un reconocimiento de que los escenarios políticos locales pueden ser más propicios para el establecimiento de estrategias y acciones encaminadas al mejoramiento de la calidad de vida y el uso sustentable de los recursos naturales. Esto se explicaría, porque estos escenarios permiten una participación más amplia y directa de los actores involucrados y porque reducen las instancias de intermediación política. 

Es así como en varios países de América Latina, gobiernos locales indígenas han puesto en práctica modelos de desarrollo local sustentable en el marco de procesos innovadores de administración y gestión local. Al mismo tiempo, los efectos del ajuste estructural, la inestabilidad económica y política y la profundización de la pobreza han incrementado los índices de deterioro ambiental y la presión sobre los recursos naturales. Este panorama contradictorio -es decir, mayor pobreza e inequidad en contextos políticos aparentemente más democráticos-, podría conducir al establecimiento de arreglos creativos de adaptación social y de transformación de prácticas políticas y gestión pública. 

Bajo estas consideraciones, haré un análisis crítico sobre el impacto de los procesos de descentralización y la construcción de espacios innovadores de poder local indígena con relación a la administración de los recursos naturales
. Para ilustrar esta relación, tomaré el caso del Municipio Indígena de Cotacachi al Norte del Ecuador y analizaré las propuestas y negociaciones del Municipio con el Ministerio de Medio Ambiente para el Manejo de la Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas. Terminaré con algunas reflexiones sobre los desafíos que presentan las nuevas estructuras y marcos jurídicos del Estado para la gestión ambiental relativa a los recursos naturales renovables.

Las implicaciones de la reforma del estado para el manejo de recursos naturales

Las propuestas vigentes para la descentralización de la gestión pública y la participación ciudadana, y la Constitución Política del Ecuador de 1998, a pesar de sus falencias, constituyen sin duda una puerta abierta. De hecho, estos nuevos marcos han permitido generar propuestas innovadoras, proponer cambios sustanciales en las estructuras jurídicas y la organización político-administrativa del país, así como en las prácticas de la administración pública. 

¿De qué manera entonces plantear la concreción e implementación real de una estrategia de manejo descentralizado sustentable de los recursos naturales en el país? El control local sobre el manejo de recursos naturales implicaría que al interior de las entidades, unidades de planificación, ecoregiones, o jurisdicciones, sus habitantes no solo tomen decisiones en relación al uso de sus recursos y a las formas de desarrollo, sino sobretodo, que puedan ejercer el control social y político al interior de sus jurisdicciones a través de mecanismos internos de rendición de cuentas, fiscalización, administración de justicia y representación. Para que esto ocurra, las normas y procedimientos de los gobiernos comunitarios y las instancias de poder local deben ser integrados jurídicamente a la estructura del Estado. Además, los gobiernos locales se ven abocados a demostrar que son capaces y que pueden responder a los nuevos roles asignados por la nueva estructura del Estado. Los Municipios, por ejemplo, deben resolver problemas concretos de acceso, distribución y control de servicios y recursos. En contextos de inequidad y escasez, estos dilemas se convierten en temas claves de legitimación política. 

De acuerdo a los marcos jurídicos existentes, el control local de espacios y recursos renovables es un derecho que se traduce en una estructura de poder político descentralizado, circunscrito a regiones o comunidades locales, y que incluye desde aspectos de planificación y gestión hasta la elaboración de políticas públicas. Se trata entonces de un proceso complejo que debe abarcar desde el trabajo formal de elaboración de mecanismos, procedimientos y marcos jurídicos hasta soluciones concretas a problemas ambientales locales. Este es, sin duda, otro gran desafío para los municipios y consejos provinciales.

Descentralización y manejo de recursos naturales

En los últimos años, la descentralización de la gestión pública relativa al manejo de los recursos naturales ha sufrido cambios importantes en el Ecuador. Por ejemplo, la iniciativa de reestructuración del Instituto Nacional Forestal y del Ministerio de Medio Ambiente son pasos importantes así como el surgimiento de varias propuestas para desconcentrar las responsabilidades y funciones del Estado en materia ambiental
.

De acuerdo a los diagnósticos ya elaborados
, se podría resumir que hasta hace cinco o seis años, la gestión pública ambiental se ha caracterizado por la concentración, descoordinación, duplicación e incoherencia de las estructuras administrativas vigentes, antes bajo la responsabilidad del Instituto Nacional Forestal y de Areas Naturales Protegidas, INEFAN y desde 1996 a cargo del entonces creado, Ministerio de Medio Ambiente. Los estudios realizados señalan la urgencia de redefinir la estructura institucional pública para mejorar el manejo y administración de los recursos naturales. Esta administración estatal poco eficiente no ha logrado responder a los problemas el deterioro de los recursos naturales y las precarias condiciones ambientales del país.

Los diagnósticos elaborados en los años 98 y 99 coinciden en señalar que:


La reforma institucional y jurídica es fundamental para iniciar cambios la gestión ambiental del sector público. Estas reformas deberán enmarcarse en las nuevas disposiciones constitucionales y en los marcos legales existentes como la Ley de Descentralización y Participación Ciudadana.

· Los cambios del sector público en lo relativo al manejo ambiental y de recursos naturales no se pueden lograr únicamente a través de cambios en la legislación y los procedimientos sino que requieren largos procesos de adaptación, aprendizaje y modificación de prácticas institucionales poco eficientes 


La participación ciudadana es clave para lograr un manejo descentralizado y eficiente de los recursos naturales.

Además de las constataciones anteriores, me gustaría agregar algunas consideraciones adicionales:

· En los últimos 10 años, el Ecuador, como la mayoría de los países latinoamericanos, ha institucionalizado el tema ambiental. Los debates ambientales forman parte de las discusiones, decisiones y prioridades en la planificación del desarrollo. Por lo tanto, existe un andamiaje institucional y burocracias ambientales, tanto públicas como privadas, [que] deben ser un punto de partida al momento de pensar en cambios substanciales en el manejo de los recursos naturales. Es decir que se trata también de un cambio en los comportamientos y prácticas de los actores.

· A pesar de los avances en la inclusión del tema ambiental en la agenda nacional, los recursos humanos capacitados son escasos y usualmente se concentran en las grandes ciudades como Guayaquil, Cuenca y Quito. El resto del país presenta una grave limitación.

· Descentralizar el manejo de recursos naturales no debe reducirse a una reingeniería institucional para desconcentrar funciones y competencias sino que se debe incorporar criterios de regionalización que superen las visiones convencionales de los límites político-administrativos y recuperen variables ecoregionales y relaciones socioeconómicas y culturales.

· Se debe asumir que la descentralización en cualquiera de sus campos, pero de manera especial en el manejo de espacios y recursos, no se puede aplicar por decreto sino que supone la construcción de capacidades y poderes locales y la construcción de alianzas que combinen niveles nacionales, regionales y locales y que permitan establecer acuerdos de responsabilidad y cogestión pública, privada y comunitaria.

En la misma época en que se publican los estudios de Real (1998) y Mancero (1999) en el año 99 surge también una propuesta oficial del Consejo Nacional de Modernización para la Descentralización de la Administración de Recursos Naturales y el medio ambiente. Si bien la propuesta considera la desconcentración de la administración de los recursos a nivel de Consejos Provinciales, Municipios y Juntas Parroquiales, y se le otorga al Ministerio de Medio Ambiente mayor poder y responsabilidad en el establecimiento de políticas y sistemas nacionales de control y monitoreo ambiental, dicha propuesta presenta algunos aspectos problemáticos que citaré brevemente a continuación:

· Se trata exclusivamente sobre la reasignación de competencias y funciones pero no se mencionan aspectos relacionados con las limitaciones en la aplicación del modelo propuesto. Por ejemplo, no se reconoce la existencia de condiciones muy heterogéneas en las diversas regiones del país, ni se incluye una reflexión de orden económico y político sobre las decisiones gubernamentales respecto a conceptos de renovabilidad, capacidad de carga, uso de recursos y los derechos de acceso y usufructo de las comunidades locales.

· La propuesta establece una separación de competencias y funciones en tres ámbitos: ordenamiento territorial, recursos naturales y medio ambiente. Los tres ámbitos aparecen sin vínculos operativos e institucionales que permitan articular estas tres áreas temáticas. Solo una coordinación y armonización de estas instancias permitirían una gestión ambiental coherente y de mayor eficiencia.

· Los ámbitos de ordenamiento territorial, administración de recursos y establecimiento de políticas marco deben estar acompañados de procesos de regionalización multicriterial
 y generación de destrezas y capacidades locales para asumir nuevas funciones.

· No se menciona directamente el tema de las políticas energéticas y petroleras que son fundamentales para la gestión pública en el manejo de recursos y decisivas en el debate sobre las concesiones de explotación de recursos no renovables al interior de las Areas Protegidas.

· No se consideran mecanismos de integración transversal de políticas y gestión ambiental a otras áreas fundamentales de competencia del Estado como por ejemplo los ámbitos de la producción, el comercio, las relaciones internacionales, la salud, la educación. A pesar de los avances, la agenda ambiental sigue siendo tratada como un apartado sectorial
.

El Sistema Nacional de Areas Protegidas

Al tenor de las transformaciones en las estructuras y marcos jurídicos en relación a las políticas gubernamentales, también se han registrado cambios significativos con respecto al manejo de Areas Protegidas. Tanto en la Estrategia Nacional de Areas Naturales Protegidas de 1976 como en la de 1989 se mantiene aún una visión centralista y concentradora en la que la autoridad nacional mantiene todas las atribuciones en el manejo, control y administración de dichas áreas.

Actualmente, luego de la puesta en vigencia de la Ley de Descentralización y Participación Ciudadana en 1997 y la Nueva Constitución Nacional de 1998, las políticas públicas en relación al manejo de espacios protegidos han cambiado significativamente. En el año 2000, se elabora una nueva Estrategia Nacional de Areas Protegidas que revela una nueva concepción en el manejo de los espacios protegidos
. 

En la estrategia propuesta, las áreas protegidas adoptan el nombre de Unidades Naturales de Ordenamiento Territorial bajo diferentes categorías de manejo. Se considera la creación de sistemas regionales de áreas protegidas, corredores ecológicos y zonas de amortiguamiento. Esta nueva propuesta, aún sujeta a debate y pendiente de aprobación, favorece la descentralización administrativa y otorga potestad a los gobiernos locales para crear nuevas áreas de protección, así como la participación de las comunidades locales y las organizaciones no gubernamentales en el manejo. 

Se establecen mecanismos de desconcentración territorial para la transferencia de competencias a regiones específicas
; la descentralización territorial para la transferencia de funciones y responsabilidades a gobiernos seccionales; y la descentralización funcional a través de contratos de prestación de servicios específicos a empresas privadas, corporaciones o empresas públicas. 

La Estrategia considera además que todas las intervenciones relacionadas al manejo de áreas protegidas deberán contar con la participación directa y el consentimiento previo y expreso de los actores sociales involucrados. Se establece que la autoridad nacional ambiental deberá contemplar la transferencia paulatina de competencias y capacidades a los gobiernos locales y a las organizaciones sociales.

Finalmente, se introduce un concepto más flexible sobre el régimen de propiedad de la tierra al interior de las unidades de conservación
. Concretamente, se acepta la propiedad privada y comunitaria como formas de tenencia al interior de las Areas Protegidas, e incluso, se considera el derecho de las comunidades a los beneficios derivados de su aprovechamiento y manejo. Este cambio abre entonces la discusión sobre el otorgamiento de títulos de propiedad a las comunidades locales y ofrece a aquellos asentamientos que se ubican en las zonas de amortiguamiento, oportunidades de negociación.

Esto quiere decir que a pesar de no estar aún en vigencia, las nuevas políticas públicas y las concepciones en relación al manejo de áreas de conservación se adscriben a los avances formales presentes en los marcos constitucionales y en las leyes de participación ciudadana. Lo interesante entonces será explorar cómo se materializan estos cambios en contextos políticos y ecológicos específicos.

Aun sin estar en vigencia esta estrategia, en Marzo del año 2001, el Ministerio de Medio Ambiente ha emitido la resolución 007 en la que se autoriza la administración y el manejo descentralizado de la Areas Protegidas del país. En este caso, el rol de los Consejo Provinciales y los Municipios es clave en el proceso descentralizador.

Vemos, en síntesis, que existen en el Ecuador una serie de mecanismos e instrumentos formales, adoptados o en proceso de adopción, que reflejan por un lado, la necesidad de reformar las prácticas públicas de administración de los recursos naturales y por otro, la voluntad política de ciertos sectores para hacerlo. Lo interesante entonces es ver de qué manera se traducen en la práctica estos cambios formales en el marco del ejercicio del poder local y del rol cada vez más importante de los Municipios como agentes de desarrollo.

Para ilustrar mejor las conexiones entre poder local, descentralización y manejo de recursos naturales, se utilizará el ejemplo de las negociaciones del Municipio de Cotacachi con el Ministerio de Medio Ambiente para obtener el control y manejo del Area Protegida que se encuentra al interior de su jurisdicción: La Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas.

El municipio de Cotacachi y el manejo de la Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas

Autoridades indígenas y gestion local

El movimiento indígena en el Ecuador tiene más de 40 años de historia, de reivindicaciones que han partido desde la educación bilingüe intercultural y el reconocimiento de tierras y territorios, hasta críticas al modelo económico y al sistema político del país
. Así mismo, la participación indígena en los procesos electorales se remonta al retorno al régimen democrático en el país en el año 79. Esta presencia política estuvo generalmente enmarcada en un sistema convencional de partidos políticos de izquierda con un peso electoral minoritario. Sin embargo, a partir del año 96, con el surgimiento del movimiento político Pachacutik, la actuación política indígena adopta características distintas y estará marcada por una intención consciente de elaborar un discurso alternativo, con referentes específicos sobre la construcción de una sociedad plurinacional y democrática 
.

El movimiento Pachakutic busca poner en cuestión al sistema político, a la clase política tradicional y propone formas distintas de ejercicio de la política sobre la base de la concertación, al establecimiento de mecanismos colectivos de participación, deliberación y rendición de cuentas como las Asambleas y los Parlamentos Cantonales. Una prueba de ello es que luego de la posesión de sus cargos, las autoridades indígenas firman anticipadamente sus renuncias para acogerse al principio de la revocatoria del mandato por decisión popular.

A partir del 96, el movimiento Pachakutic ha ido ganando presencia y legitimidad en el contexto político nacional. En 1996 el movimiento  logró ocupar la vicepresidencia del Congreso Nacional, 8 diputaciones y una pequeña cantidad de Alcaldías. En las elecciones municipales de Mayo del 2000, se eligen 27 alcaldes de Pachakutic (más del 10% del total de Alcaldías), 5 prefectos (de 22), un centenar de concejales y consejeros provinciales y alrededor de 200 delegados a juntas parroquiales. Este escenario otorga al movimiento un carácter nacional y electoralmente significativo, lo cual le obliga a pensar en la necesidad de articular un proyecto político de gran aliento para la sociedad ecuatoriana.

En la actualidad existe una coordinadora de municipios alternativos indígenas que pretende compartir experiencias de gestión, establecer mecanismos de cooperación, y mantener un flujo de información e intercambio. Esta coordinadora,  a su vez, mantiene vínculos con gobiernos locales similares en varios países de América Latina como México, Brasil, Colombia. El Alcalde de Cotacachi es un miembro fundador de la coordinadora y ha estado vinculado activamente a todos los procesos de renovación de la gestión municipal.

Se debe decir que las autoridades locales y las organizaciones y pueblos indígenas, consideraron a los espacios locales como terrenos estratégicos para la construcción de un Estado Plurinacional y del ejercicio de formas de democracia radical. Las autoridades indígenas han tomado a los escenarios locales como espacios de innovación política, que a su vez permitirían desarrollar propuestas de rtransformación político-económica a nivel nacional. El ejemplo del Municipio Indígena de Cotacachi que se menciona a continuación, ofrecerá una idea más clara de los procesos de innovación política mencionados.

El Municipio de Cotacachi

A pesar de la importante presencia indígena en el cantón, no es sino en 1996 que Cotacachi elige, por primera vez en su historia, un alcalde indígena. Este triunfo es el producto de la creciente legitimidad del liderazgo de la CONAIE y el Movimiento Pachakutic a nivel nacional y de cambios paulatinos en las relaciones interétnicas mestizo-indígenas. Luego de un año de gestión, en 1997, se presenta el Plan de Desarrollo del Cantón Cotacachi: un Proceso Participativo, resultante de un trabajo participativo de diferentes actores sociales. Se crea una instancia de participación llamada Asamblea Cantonal que convoca a organizaciones indígenas, campesinas, de artesanos y comerciantes urbanos así como a organismos no gubernamentales y de cooperación, además de organizaciones de niños, jóvenes y mujeres. La Asamblea cantonal se constituye en “un espacio democrático de análisis y planificación participativa” (Guerrero, 1999). Con los miembros de la Asamblea se organizaron mesas de trabajo sobre distintas áreas temáticas como servicios básicos, medio ambiente, turismo, producción artesanal y agropecuaria, cultura y educación, entre otros. También se llevaron a cabo talleres de planificación en distintas regiones del cantón.

La participación efectiva de los diversos sectores de la sociedad en el cantón se produjo luego de un trabajo sistemático del Municipio que consideró tres fases: una fase de sensibilización y motivación; otra de elaboración de autodiagnósticos participativos y una fase de socialización del plan de desarrollo. A su vez, el Plan de Desarrollo dio lugar a una serie de mesas de concertación entre diversos sectores sociales con el fin de lograr visiones comunes y establecer prioridades de acción.

La experiencia de Cotacachi ha sido utilizada como un ejemplo paradigmático en la construcción de una nueva institucionalidad democrática que supera los límites de la democracia formal delegativa. Esta experiencia es vista como un esfuerzo de fortalecimiento de las capacidades de deliberación y toma de decisiones de los actores sociales así como una forma de construcción de una democracia intercultural, intergeneracional y que promueve la igualdad de derechos y oportunidades de hombres y mujeres. (Ilustre Municipalidad de Cotacachi, 1997)

Este discurso de construcción de espacios democráticos en lo político viene acompañado de un discurso de corte ecologista con una clara preocupación por el manejo sustentable de los recursos naturales y la conservación de la biodiversidad. A esto se suma una voluntad de dinamizar las economías locales basadas en la satisfacción de necesidades y en la redistribución del ingreso. Se habla de un "desarrollo económico con equidad”. En síntesis se habla de un “modelo de desarrollo local sustentable” que considera cuatro principios básicos:

a. ecológicamente armónico

b. económicamente equitativo y eficiente

c. localmente autosuficiente

d. socialmente justo

e. culturalmente respetuoso (Ilustre Municipalidad de Cotacachi, 1997)

La gestión del Alcalde de Cotacachi le valió su reelección con más del 70% de la votación en las elecciones del año 2000. Actualmente el Alcalde de Cotacachi ocupa, además, la vicepresidencia de la Asociación de Municipalidades del Ecuador
.

La Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas

La Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas se crea en 1968, pero sus límites se establecen formalmente en 1979. La extensión del Area es de 204.420 hectáreas divididas en dos Provincias: Esmeraldas en la zona tropical e Imbabura en la zona alto andina. La sección que está al interior de la Provincia de Imbabura es parte interior del Cantón Cotacachi y en consecuencia está bajo jurisdicción del Municipio del mismo nombre.

La Reserva está habitada por casi 4.000 personas y casi 5.000 se ubican en el área de influencia. El espacio de la Reserva lo comparten comunidades indígenas Cotacachis en la parte andina y Chachis en la parte baja, además de hacendados ganaderos en la zona central de la Reserva. Desde el inicio, los límites del Area fueron cuestionados por los habitantes que se hallaban al interior. Las presiones sobre la Reserva van desde el sobrepastoreo, la deforestación, hasta la contaminación atmosférica debido a la presencia cercana de una fábrica de cemento. Además existen concesiones mineras en las estribaciones noroccidentales y la presencia cada vez mayor de floricultura (Fundación Natura, 1996).

En la zona andina se encuentra ubicada una gran laguna de origen volcánico: la laguna de Cuicocha que tiene 432 hectáreas con dos islotes internos. Esta laguna es unos de los sitios de mayor atractivo turístico en el país. Recibe un promedio de 150.000 visitantes anuales y se estima que en el año 2000 llegaron a 200.000 (UNORCAC, 1999:13). En consecuencia, se trata de un polo de generación de recursos, y, por tanto, una fuente potencial de dinamización económica. 

Bajo esta consideración, se producen una serie de propuestas de manejo y administración de la Reserva. Por una parte, el Municipio de Cotacachi elabora una propuesta de manejo bajo la responsabilidad directa de la Asamblea Cantonal. Esta asamblea agrupa a organizaciones no gubernamentales, la Unión de Organizaciones Indígenas y Campesinas de Cotacachi- UNORCAC- y delegados de las Juntas Parroquiales. Propone la asesoría del Ministerio de Medio Ambiente en la parte técnica y la creación de una empresa de economía mixta con la participación de capital privado y público para la administración de la Reserva. Los réditos de la actividad turística del Area serían administrados por el Municipio con el control de la Asamblea Cantonal.

Además, el Municipio reclama derechos legales sobre la laguna de Cuicocha argumentando que es un sitio sagrado milenario, y por tanto, un referente cultural importante para los habitantes indígenas de la Reserva.

Por su parte, la UNORCAC ha elaborado una propuesta paralela en la que se propone la creación de un Consorcio de Administración entre el Ministerio de Medio Ambiente, el Comité de Gestión Ambiental del Municipio bajo la dirección de la Unión. La UNORCAC se opone a la concesión del manejo a una empresa de economía mixta y quiere garantizar que los beneficios que genere la actividad turística de la Reserva sean socializados. El Municipio, en cambio, ratifica su responsabilidad directa del manejo de la Reserva y la competencia de la Asamblea Cantonal.

El conflicto entre la UNORCAC y el Municipio se basa fundamentalmente en un desacuerdo en el mecanismo jurídico para garantizar el manejo descentralizado y participativo de la Reserva. La UNORCAC declara
 que la fórmula propuesta por el Municipio tiene un énfasis en la rentabilidad y la generación de beneficios y que no se garantiza una distribución equitativa de los ingresos ni el respeto de las necesidades de conservación y la capacidad de carga de la misma. Además la Unión Campesino-Indígena señala que el Municipio tiene la pretensión de separar a la Laguna de Cuicocha de la Reserva y entregarla al sector privado para su administración. La UNORCAC argumenta que la Laguna no puede ser vista de manera aislada porque es un eje central de la Cuenca Hidrográfica a la que pertenece, y, además, forma parte de una Reserva que debe ser manejada como un sistema integral y complejo, marcado por determinadas relaciones políticas, sociales y ecológicas. 

De su parte, el Municipio se ampara en la Resolución 007 sobre descentralización del manejo de Areas Protegidas y declara ser jurídicamente responsable de la Reserva. Como administrador legal, el Municipio debería entonces garantizar la eficiencia en el manejo y la sustentabilidad económica y ecológica de su gestión.

Finalmente, el Ministerio de Medio Ambiente, a través de la Dirección de Areas Naturales Protegidas, mantiene un plan de manejo convencional de administración, y, en la práctica, ejerce sus atribuciones como responsable final del patrimonio natural del Estado. Por el momento, el reconocimiento de los derechos legales del Municipio sobre la laguna de Cuicocha ha sido negado por el Ministerio quien parece estar más abierto a negociar la propuesta de la UNORCAC sobre el consorcio de administración. 

En síntesis, existe un conflicto manifiesto entre la Unión de Organizaciones Campesinas de Cotacachi y el Municipio que dificulta las negociaciones con el Ministerio de Medio Ambiente y genera una fricción en las decisiones del Municipio en otros ámbitos de la gestión, que involucran a la UNORCAC, como miembro de la Asamblea Cantonal. Por su parte, el Ministerio de Medio Ambiente no está dispuesto iniciar negociaciones formales mientras no se produzca un acuerdo previo entre las dos partes del conflicto (la UNORCAC y el Municipio).

Lo cierto, es que a pesar de la existencia de directrices generales y marcos jurídicos nacionales, no existen mecanismos operativos concretos que normen la administración local de Areas Protegidas. Esto supone, por un lado, la necesidad de elaborar una legislación más específica, y por otro, un reto a la creatividad en los espacios de negociación política, ya que la experiencia y la jurisprudencia sobre este tema son casi inexistentes. Sin embargo, no se pretende decir que los conflictos antes mencionados se puedan resolver únicamente a través de soluciones jurídicas y normativas. Los conflictos existentes ponen en evidencia: divergencias de intereses; sistemas paralelos de poder y representación a nivel local; problemas de legitimidad, dificultades de adaptación a los cambios en la estructura y las prácticas del Estado nacional, e incluso, diferencias en las propias concepciones sobre la conservación.

Reflexiones finales

· El breve ejercicio que se ha hecho para describir los conflictos en torno al manejo de la Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas, sugiere que las Areas Protegidas pueden ser vistas como espacios excepcionales por las posibilidades analíticas que ofrecen. De hecho, las Areas Protegidas, en el caso ecuatoriano, ocupan aproximadamente el 18% del territorio nacional y son espacios definidos, con recursos identificables y se enmarcan en políticas públicas y estilos de administración estatal muy concretos. Estas características permiten usar a estas áreas como unidades de análisis para explicar, entre otras cosas, los efectos de la descentralización y las formas de poder local en el manejo, administración y control de espacios y recursos. Se trata entonces de una suerte de micro-unidades espaciales de análisis con dinámicas sociales, ecológicas y políticas particulares.

· Concebir a las Areas protegidas como unidades válidas de análisis permite además construir un entramado explicativo de escalas múltiples. Es decir que a través de un conflicto local de manejo de un área natural específica se podría establecer vínculos con las políticas públicas nacionales y los principios, mandatos y metodologías internacionales sobre estos espacios de conservación. Este aspecto es clave si consideramos que las Areas Protegidas han constituido, desde el siglo XIX, la  principal estrategia de los países del Norte -más tarde impuesta a los países del Sur-, para el manejo y conservación de la naturaleza. De este modo, se podría también evaluar la eficacia de este instrumento territorial de conservación para resolver las crisis ecológicas y el déficit material y democrático de las comunidades rurales del tercer mundo.

· El conflicto que se plantea en torno a la administración de la reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas y la alcaldía indígena de Cotacachi, nos conduce a la necesidad de reformular preguntas claves como por ejemplo cómo se traducen los principios de territorialidad y autonomía local indígenas al interior de Areas Naturales Protegidas, que son jurídicamente patrimonio del Estado. 

· El caso de La Reserva Cotacachi-Cayapas revela la diferencia de ritmos que existe entre los procesos de consolidación de las democracias locales, en relación a los mecanismos de participación y aprendizaje político, y la gestión y control local de los recursos naturales y los espacios territoriales. Esta falta de coincidencia entre el discurso político y el aprendizaje democrático con las prácticas reales de gestión y manejo se registra en otros espacios y regiones del espacios. Requiere una mención especial el caso de la administración de territorios indígenas en la Amazonía Ecuatoriana.

· Los espacios de poder local en general, y de manera específica y explícita, los municipios indígenas, han sido considerados por sus propios actores como una suerte de espacios de experimentación y transformación de la cultura democrática convencional. Sin embargo, se constata que dichos espacios no están exentos de los conflictos y contradicciones que presenta la sociedad nacional
. 

· La aseveración anterior nos lleva a la necesidad de identificar y evaluar cuáles son los componentes alternativos de la gestión local indígena en relación al manejo y control de los recursos naturales, y, por tanto, establecer las diferencias entre los municipios convencionales y los municipios indígenas, entre las distintas formas de construcción de la democracia 
.

· En última instancia se trata de explorar en qué medida el ejercicio del poder indígena ofrece vías alternativas de orden societal, de modernidad, de cultura política y contribuye a la resolución de problemas concretos relativos a la seguridad alimentaria, la crisis ecológica, la migración, la desterritorialización. 
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� Me parece que este tema ha sido aún muy poco explorado. De hecho, las razones para la descentralización en América Latina han sido profusamente estudiadas desde mediados de los años 90. También se ha documentado extensamente las diferentes tipologías de descentralización, sus límites, las características de los gobiernos locales como nuevos actores del panorama político en la región, etc.. (Nickson, 1995; Carrión , 1998, 1999; Coraggio, 1995, 1997; etc.). Sin embargo, los impactos de la gestión de los gobiernos locales en la administración y control de los espacios y recursos naturales es menos abundante.


� Véase especialmente los trabajos de Real, 1998, Mancero, 1998 y la Estrategia Nacional de Areas Naturales Protegidas, 2000).


� Me refiero específicamente a las propuestas formuladas por Real (1998), Mancero (1998) y CONAM-MOSTA (1999).


� Es decir que considera criterios ecológicos, la división político-adminstrativa vigente, los regimenes de tenecia y uso de la tierra, etc..


� Se debe señalar, sin embargo, que ya en el Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social 1989 - 1992, se incluye una agenda ambiental y se elabora una propuesta de ordenamiento ambiental para el país. Lamentablemente este plan nunca fue utilizado para orientar la gestión pública. 


� Se debe señalar que actualmente El Sistema Nacional de Areas Protegidas está compuesto por 28 unidades de conservación que ocupan alrededor del 18% del territorio nacional, 8% más que el promedio recomendado por la Comisión Mundial de Areas Protegidas de Unión Mundial para la Naturaleza.


� Seguramente, que esta forma de descentralización considera las recientmente creadas Corporaciones Regionales de Desarrollo como instancias de intermediación entre los Municipios y el Ministerio de Medio Ambiente.


� Los marcos legales vigentes sobre las Areas Naturales Protegidas contemplaba la propiedad estatal única e inalienable.


� Para mayores de talles sobre el movimiento indígena y los proces de reforma del Estado en el Ecuador véase (Espinosa, 2000).


� Para un recuento detallado de las transformaciones del discurso político indígena en el Ecuador véase Sain Upéry, 2000, Lucas, 2000.


� Con la cercanía de las elecciones presidenciales del 2002 en el Ecuador, el Alcalde de Cotacachi ha sido considerado, por la opinión pública y algunos sectores políticos progresistas del país como un candidato presidencial posible. 


� Opinión de Segundo Andrango, Director Técnico de la UNORCAC


� Me refiero por ejemplo a los problemas de inequidad en la distribución del ingreso y el empleo, al déficit democrático, a la desigualdad en las correlaciones de fuerza en la construcción de democracias locales, a las necesidades de legitimación política del movimiento y sus autoridades.


� En este contexto me parece útil repensar el concepto mismo de democracia. Cuando hablamos de procesos de democratización a través de la formación de ciudadanía y la ampliación de la participación ciudadana es importante reconocer que la democracia no puede ser asumida como una categoría monolítica y preestablecida sino como un tablero abierto que debe acoger diferentes formas de relación, representación, participación y reconoce la vigencia de diferentes formas de control social, normatividad jurídica y participación que contribuyan a la transformación de los estilos excluyentes y verticales de ejercicio del poder. La idea de democracia múltiple por ejemplo, puede ser un concepto interesante. Por un lado, una democracia territorial que permita romper con los desequilibrios regionales como sugiere Carrión (Carrión, 1988:211), pero que además posibilite la construcción de verdaderas autonomías locales. Para que esto ocurra es necesario crear instancias político-operativas a nivel local como los Consejos o Comités de Desarrollo local, (recogiendo experiencias como la de Cotacachi o Guamote a nivel cantonal). Y, por otro lado, una democracia supralocal que cree instancias de mediación que no aíslen lo local y establezcan puentes de relación y participación con las instancias regionales y nacionales. (Para un análisis más amplio sobre democracias múltiples ver Espinosa, 1999 (b).)
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